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El derecho a la resistencia, fue diseñado para garantizar el disfrute de los derechos 
establecidos en la Constitución de la República del Ecuador del 2008, sin embargo, los 
estudiantes de UNIANDES poco conocen sobre el alcance del mismo. Dentro de la 
investigación se aplicó el modelo cualitativo del tipo transversal con un diseño de teoría 
fundamentada de tipo descriptiva y un método empírico de análisis documental y valoración 
de expertos. La técnica para utilizar fue la encuesta y el instrumento el cuestionario. Se 
realizó una encuesta a estudiantes de la carrera de derecho de diferentes niveles por medio 
de un enlace a un formulario de encuestas para conocer el nivel de conocimiento sobre el 
derecho a la resistencia obteniéndose una muestra aleatoria no estratificada de 46 
estudiantes. 
PALABRAS CLAVE: Resistencia; poder público; garantías constitucionales. 
 
ABSTRACT 
The right to resistance was designed to guarantee the enjoyment of the rights established 
in the Constitution of the Republic of Ecuador of 2008, however, the UNIANDES students 
know little about its scope. Within the research, the qualitative model of the cross-sectional 
type was applied with a grounded theory design of a descriptive type and an empirical 
method of documentary analysis and expert assessment. The technique to use was the 
survey and the instrument the questionnaire. A survey of law students of different levels 
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was conducted through a link to a survey form to find out the level of knowledge about the 
right to resistance, obtaining a non-stratified random sample of 46 students. 
KEYWORDS: Resistance; public power; constitutional guarantees 
 
INTRODUCCIÓN 
El derecho a la resistencia se entendió, en sus orígenes, como el derecho de los 
gobernados a resistir el dominio político de una autoridad de origen no democrático. (Pérez 
Llody, 2016). 
En la historia de este derecho se considera a la célebre Antígona de Sófocles como uno 
de sus primeros esbozos y se reconoce a la Constitución de la ciudad de Florencia, en 
1508, como la primera ocasión en que el derecho a la resistencia se consagró en el derecho 
positivo. Con relación a la historia del derecho a la resistencia, Patricio Carvajal ha 
sostenido que la misma consiste en “la búsqueda de una norma jurídica que proteja la 
libertad de los miembros de la comunidad frente al poder y las pretensiones del Estado”. 
(Ugartemendia Eceizabarrena, 1999). 
En este largo devenir histórico, el derecho a la resistencia mutó de ejercerse dentro del 
estrecho ámbito del “dominio político” hasta convertirse en el más amplio derecho de 
resistir al poder público. La expresión más acabada de este desarrollo constitucional es, 
precisamente, la Constitución ecuatoriana vigente, que de manera expresa e inequívoca 
reconoce el derecho a la resistencia ante “acciones u omisiones del poder público”. 
Esta configuración especial del derecho a la resistencia como derecho-garantía obliga a 
examinar, con cierto detalle, dos atributos fundamentales de este derecho, de íntima 
relación entre sí: contenido trascendente y su carácter excepcional 
El derecho a la resistencia, según (Gargarela, 2007) como derecho-garantía para el disfrute 
de los demás derechos, es un derecho de contenido trascendente: su propósito no es, 
como en el caso de todo otro derecho, la satisfacción de la idea valiosa que constituye su 
contenido sino la protección de la posibilidad de satisfacción de todas las ideas valiosas 
que contienen los otros derechos establecidos en la Constitución. La idea valiosa que 
pretende proteger el derecho a la resistencia es la idea de respeto al ordenamiento 
constitucional y democrático que favorece la protección de derechos constitucionales: de 
ahí que se o entienda como su garante frente a circunstancias excepcionalísimas. 
Es con este antecedente que se percibe como un recurso superlativo, que le da a todos los 
ciudadanos el respaldo para defenderse ante la amenaza o material vulneración de los 
derechos más fundamentales del hombre, sin embargo, es poco recurrente o reconocido 
por parte de los estudiantes de las carreras de derecho de los centros de educación 
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superior de la ciudad de Babahoyo, lo que lleva a esta autora a desarrollar la pregunta 
científica: ¿Cuál es el reconocimiento que tienen los estudiantes de derecho de lo que es 
el derecho a la resistencia? 
La Constitución de la República es un texto jurídico que reformula el paradigma de la 
constitucionalización del derecho a la resistencia y lo ajusta al nuevo modelo de Estado 
que se intenta organizar y configurar con el desarrollo de sus disposiciones, cual es el 
“Estado constitucional de derechos y justicia” consagrado en su artículo primero. Esta 
definición como “Estado constitucional de derechos y justicia “implica la inequívoca 
voluntad de que toda la actividad de la administración pública y todos los hechos de interés 
público se orienten a garantizar la plena vigencia de los derechos constitucionales para la 
protección de la dignidad humana y para alcanzar el buen vivir o Sumak Kawsay. (Ecuador, 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008) 
Esta inequívoca voluntad estatal de organizarse y configurarse para la protección de la 
dignidad humana y para alcanzar el buen vivir o Sumak Kawsay es la lógica conclusión 
que se obtiene de interpretar el preámbulo y los artículos 1, 3 y 11 de la Constitución (que 
desarrollan los principios fundamentales del Estado y los principios de aplicación de los 
derechos) en conjunto con todo el elenco de derechos y garantías constitucionales que se 
incorpora en su texto.  
Así, la Constitución en su preámbulo consagra la decisión de construir  “una sociedad que 
respeta, en todas  sus dimensiones,  la dignidad humana”, reconoce que de esta dignidad 
se derivan  los derechos constitucionales (artículo 11 numeral 7), que la garantía de esos 
derechos constitucionales es un deber primordial del Estado (artículo 3 numeral 1) y que, 
de hecho, ese es “su más alto deber” (artículo 11 numeral 9) y obliga a los servidores 
públicos a aplicar esos derechos constitucionales de manera “directa e inmediata” (artículo 
11 numeral 3) a partir de la “norma y la interpretación que más favorezcan su efectiva 
vigencia” /artículo 11 numeral 5) (Ecuador, Asamblea Nacional Constituyente, 2008). El 
Estado que se obliga a este alto estándar de protección de los derechos constitucionales 
es el “Estado constitucional de derechos y justicia” que se consagra en el artículo 1 primer 
inciso de la Constitución y que la Corte Constitucional, en su primera sentencia de 
jurisprudencia vinculante, ha considerado “que se convierte en el principio constitucional 
esencia sobre el cual se levanta la organización política y jurídica del Estado” y que 
producto de ello “muchas han sido y deberán ser las modificaciones y efectos que se 
generen en relación con la idea o concepción tradicional del derecho y de la ciencia 
jurídica”. 
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Es dentro de este marco constitucional donde, obviamente, se debe insertar las 
disposiciones del artículo 98 de la Constitución (Ecuador, Asamblea Nacional 
Constituyente, 2008), que establece lo siguiente: 
“Los individuos y los colectivos podrán ejercer el derecho a la resistencia frente a 
acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas no 
estatales que vulneren o puedan vulnerar sus derechos constitucionales, y 
demandar el reconocimiento de nuevos derechos”. 
La concepción tradicional del derecho y de la ciencia jurídica deberá modificarse para la 
compresión del nuevo paradigma constitucional que se escribió en Montecristi; uno de los 
efectos que  puede interpretarse a partir de este nuevo paradigma constitucional es que la 
protección de los derechos constitucionales se favorece por sobre cualquier otro fin, e 
incluso, en casos excepcionales (esa es la hipótesis que se estudia en este trabajo) por 
sobre la aplicación de actos del poder público con apariencia de definitivos. 
Es así como se podría definir como el NÚCLEO ESENCIAL el derecho a la resistencia y la 
consecuencia la no aplicabilidad de una norma que contraríe a los principios 
constitucionales como es el de la libertad de expresión, derecho a la intimidad.  
En razón de este contenido como derecho-garantía excepcional en un Estado 
constitucionalizado y democrático, el derecho a la resistencia es merecedor de una 
jerarquía especial en el ordenamiento jurídico, al punto que resulta apropiado denominarlo, 
como hizo (Gargarela, 2007) con relación al derecho a la protesta, como “el derecho a 
exigir la recuperación de los demás derechos”. 
Esta doble condición de derecho-garantía y de “primer derecho” que tiene el derecho a la 
resistencia denota su trascendencia, la que se manifiesta cuando, cumplidas las 
circunstancias excepcionales para su aplicación, garantiza como mecanismo 
excepcionalísimo para la preservación de un estado de no vulneración de derechos o 
restablecimiento al estado anterior en caso de que estos derechos se hayan vulnerado. 
La excepcionalidad del derecho a la resistencia como lo explica el doctrinario (Carvajal, 
1992) implica que este no se puede utilizar como un primer mecanismo de defensa frente 
a actos u omisiones ilegítimas o injustas del poder público que vulneren o puedan vulnerar 
derechos constitucionales. Es evidente que para la abrumadora mayoría de los casos de 
vulneración o de posible vulneración existen otros canales constitucionalmente 
garantizados que se orientan a combatir las arbitrariedades del poder público y que 
deberían ser los que ordinariamente se utilicen frente a dichas situaciones de vulneración 
o de posible vulneración. Pensar en una aplicación ordinaria del derecho a la resistencia 
frente a cualquier posible abuso del poder público como medida de prima ratio sería 
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desnaturalizarlo y desconocer su trascendencia para convertirlo, posiblemente, en 
auténtico germen de la destrucción del Derecho. 
Precisamente en razón de su trascendencia como derecho-garantía es que el derecho a la 
resistencia resulta aplicable en circunstancias excepcionales en las que se configuren 
notorias ilegitimidades e injusticias en el ejercicio del poder público producto de los cuales 
se vulneren o puedan vulnerar derechos constitucionales de forma grave e irreparable. De 
este modo, la naturaleza excepcional del derecho permite configurarlo como una garantía 
excepcionalísima, constitucionalmente posible, para el combate del uso arbitrario del poder 
público y la protección de los derechos constitucionales. 
Por lo expuesto, se cree que el ejercicio de este derecho puede ejercerse solamente de 
forma excepcional, una vez que se hayan agotado los mecanismos ordinarios establecidos 
en el ordenamiento jurídico que podrían evitar la ejecución del acto ilegítimo e injusto que 
vulnere o pueda vulnerar otros derechos constitucionales de forma grave e irreparable y 
que no exista ningún mecanismo jurídico para, frente a dicha posibilidad, obtener la 
suspensión del acto lesivo de derechos constitucionales. 
Ahora bien, como se ha apuntado anteriormente, en el derecho ecuatoriano estos apuntes 
teóricos deben interpretarse conforme a la particular plasmación del artículo 98 de la 
Constitución, así como conforme a la especial configuración del “Estado constitucional de 
derechos y justicia”. 
A partir del tenor literal del artículo 98 (Ecuador, Asamblea Nacional Constituyente, 2008), 
puede sostenerse que en Ecuador el derecho a la resistencia le pertenece a toda persona 
que enfrente acciones u omisiones del poder público o de las personas naturales o jurídicas 
no estatales que vulneren o puedan vulnerar derechos constitucionales. La Constitución 
del Ecuador instituye, en consecuencia, un ejercicio amplio del derecho a la resistencia, 
tanto en materia de su legitimación activa (individuos y colectivos) como en relación con 
los actos (acciones u omisiones) y las personas frente a las cuales puede ejercérselo (el 
poder público o las personas naturales o jurídicas estatales). 
Pero antes de entrar a analizar cada uno de estos elementos deberá definirse el contenido 
jurídico de este derecho consagrado en el art. 98 del texto constitucional ecuatoriano. 
(Ecuador, Asamblea Nacional Constituyente, 2008) 
El derecho a la resistencia le pertenece a todo individuo o colectivo. Esta calificación de 
individuos y colectivos como sujetos activos es bastante amplia y constituye una 
plasmación del principio pro accione, por lo cual permite a toda persona, natural o jurídica, 
invocar y aplicar el derecho a la resistencia. 
En consecuencia, no parece haber dudas que el constituyente ecuatoriano es generoso, 
por decir lo menos, a la hora de extender la titularidad activa a individuos y colectivos, a 
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diferencia, por ejemplo, de la limitación estipulada en el artículo 20.4 de la Ley Fundamental 
de Bonn. 
La literalidad del texto constitucional en el artículo 98 autoriza la lógica deducción de que 
cuando la Constitución del Ecuador hace referencia a “acciones y omisiones del poder 
público”, en primer lugar, engloba a todas las funciones del sector público, en los términos 
del artículo 225 de la Constitución del Ecuador, cuyo numeral primero (Ecuador, Asamblea 
Nacional Constituyente, 2008), cuyo numeral primero establece: 
“Art. 225.- El sector público comprende: 
1.- Los organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial, 
Electoral y de Transparencia y Control Social.” 
De la literalidad del artículo parece inobjetable que al ser la función judicial parte del sector 
público, según lo dispuesto en el citado artículo 225 constitucional, todas sus 
manifestaciones jurídicas se constituyen necesariamente en actos del poder público, razón 
por la cual es incuestionable que una sentencia de la función judicial sea en jurisdicción 
ordinaria o constitucional, encuadra en el precepto del artículo 98 de la Constitución del 
Ecuador. Cualquier otra interpretación sería notoriamente restrictiva del contenido 
constitucional de este derecho-garantía, lo que estaría en frontal contradicción con el 
mandato interpretativo favor libertatis del art. 427 del texto constitucional. (Ecuador, 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008). 
Aquellos argumentos, que, desde concepciones extremadamente legalistas y restrictivas, 
sostengan que este derecho-garantía no puede ejercerse frente a actos del poder judicial 
son inconstitucionales, además de por lo dicho anteriormente, porque contrarían el 
contenido y la finalidad de este derecho-garantía que se encuadra en la particular 
naturaleza del Estado ecuatoriano como uno constitucional de derechos y justicia (Londoño 
Lázaro, 2010).  
Otra cosa, y esto ha quedado demostrado, es que su aplicación debe necesariamente ser 
excepcionalísima, caso contrario se estaría frente a un escenario realmente caótico para 
la aplicación del Derecho. En todo caso, parece francamente injusto y ajeno a la lógica 
negar los efectos y vaciar de contenido a un artículo constitucional que contempla el 
derecho-garantía a la resistencia con el argumento, por decir lo menos aventurero, de que 
su uso obligadamente será desenfrenado y exagerado, lo que inevitablemente causaría un 
caos en el sistema jurídico. Un argumento semejante es falaz, ya que evitar ese uso 
indiscriminado es, precisamente, la labor de los jueces constitucionales que lo apliquen de 
forma excepcionalísima.  
Los derechos constitucionales y las instituciones no pueden ser (pre)juzgadas por los 
posibles vicios en su aplicación sino por su naturaleza, correctamente aplicada y, en el 
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presente caso, para la aplicación legítima del derecho-garantía a la resistencia deben 
cumplirse todos los requisitos de excepcionalidad. Si estos requisitos se verifican (y solo 
se harán en poquísimos casos) el derecho-garantía a la resistencia consagrado en el art. 
98 de la Constitución debe invocarse, aplicado y desplegado todos sus efectos (Trujillo 
Vásquez, 2004).  
La mera posibilidad, a futuro, de un uso indiscriminado que, a la postre, tendría efectos 
caóticos, desde un enfoque jurídico, no puede tener como consecuencia el 
desconocimiento de una determinada institución jurídica, peor aún de un derecho 
constitucional y, más aún, del derecho-garantía a la resistencia. 
En definitiva, el tenor literal del art. 98 de la Constitución (Ecuador, Asamblea Nacional 
Constituyente, 2008) obliga a concluir que cualquier actividad del poder público, incluidas 
las que se generen en la función judicial, es causa suficiente para un legítimo ejercicio del 
derecho-garantía a la resistencia. 
En consecuencia, se puede sostener que, en el marco constitucional ecuatoriano, la 
ilegitimidad del acto que vulnera o puede vulnerar derechos constitucionales de forma 
grave e irreparable frente al cual se ejerce el derecho a la resistencia no debe 
necesariamente nacer del origen de la autoridad, sino que también puede nacer del 
contenido notoriamente ilegítimo e injusto del acto del poder público (Noguera Fernández, 
2017). 
Para el caso de la ilegitimidad absque título la determinación de ilegitimidad parece, en 
principio, sencilla porque simplemente deberá constatarse el origen ilegítimo de la 
autoridad de la que emana el acto lesivo (Ugartemendia Eceizabarrena, 1999). 
Con todos estos antecedentes, se intentará delimitar las manifestaciones legítimas de este 
derecho a la resistencia amparadas en la Constitución. Al respecto, lo primero que debe 
decirse es el contenido del derecho a la resistencia que se consagra en el art. 98 de la 
Constitución (Ecuador, Asamblea Nacional Constituyente, 2008) no puede tener los 
mismos efectos que el derecho de asociación, de huelga u otros derechos sociales que se 
reconocen en la Constitución.  
La trascendencia del derecho a la resistencia lo convierte en garante del ordenamiento 
jurídico del “Estado constitucional de derechos y justicia” e impide esa interpretación 
diminuta y manda. Si la voluntad del constituyente se expresó en consagrar el derecho a 
la resistencia de una manera específica es en razón de que este derecho tiene un contenido 
propio y diferenciado de los otros derechos: de hecho, ese carácter diferenciado se 
manifiesta en que su contenido es ser el “primer derecho” para la protección de los “otros 
derechos” (Jaramillo Paredes , 2011). 
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Ahora bien, en el momento en el que la resistencia deja de ejercerse en la forma y con los 
límites establecidos en la Constitución del Ecuador, se torna simple y llanamente en 
desobediencia a la autoridad. Por ese motivo, debe dejarse muy claro que el derecho-
garantía a la resistencia no es una mera desobediencia a las órdenes de las autoridades 
si no es el ejercicio de un derecho que tiene como consecuencia una medida excepcional 
que se toma frente a circunstancias extremas de actos ilegítimos e injustos que vulneran o 
pueden vulnerar derechos constitucionales de forma grave e irreparable (Meneses 
González , 2019). 
Con este antecedente, para la interpretación del derecho-garantía a la resistencia se debe 
empezar por el análisis de lo dispuesto en el artículo 427 de la Constitución (Ecuador, 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008) y el artículo 3, primer inciso, de la L.O.G.J.C.C. 
El “tenor literal” del artículo 98 es evidente: se trata de un “derecho”, de índole subjetiva y 
universal (puesto que le pertenece a “los individuos y los colectivos”) que se lo puede 
invocar y ejercer como garantía para la protección de otros “derechos constitucionales” que 
se hayan vulnerado, o que se puedan vulnerar.  
Como todo derecho constitucional y, en especial, por su calidad de derecho-garantía, el 
art. 98 de la Constitución (Ecuador, Asamblea Nacional Constituyente, 2008) debe tener 
un canal constitucional para su protección que, como no puede ser de otra forma, 
solamente puede encontrarse en una de las garantías jurisdiccionales. 
El asunto, entonces, es determinar, de la gama de garantías jurisdiccionales que prevé el 
ordenamiento jurídico ecuatoriano, aquella que sea idónea para la correcta aplicación del 
derecho-garantía a la resistencia, respetando su singular contenido y protegiendo sus 
factos, de facto y de iure (Ávila Santamaría, 2011).  
Esto, obviamente, no significa que la invocación al derecho-garantía a la resistencia resulta 
ordinaria o de prima ratio, lo cual ha quedado lo suficientemente sustentado en el acápite 
relativo a la excepcionalidad de este trabajo de investigación.  
En definitiva, si lo que se quiere es no vaciar de contenido al derecho-garantía a la 
resistencia, se debe necesariamente encontrar una figura constitucional que sirva de canal 
para su excepcional aplicación y, en consecuencia, el correlativo despliegue de sus efectos 
de facto y de iure, cualquier otro intento de difuminar los efectos de este derecho 
constitucional a través de mecanismos más etéreos de participación colectiva es, 
simplemente, socavar su real contenido y efectos (Guala Mayorga, 2012). 
En concreto se puede reconocer al derecho a la resistencia los siguientes atributos: 
1. Definición y naturaleza jurídica. - El derecho a la resistencia establecido en el 
artículo 98 de la Constitución del Ecuador es un derecho-garantía, de la mayor 
trascendencia y con un ejercicio de carácter excepcional, cuyo propósito es la defensa 
Uniandes EPISTEME. Revista digital de Ciencia, Tecnología e Innovación 
ISSN 1390-9150/ Vol. 7 / Nro. Especial / Año. 2020 / pp. 575-588 
 
583 
de los derechos constitucionales ante acciones notoriamente ilegítimas e injustas del 
poder público, que vulneren o puedan vulnerar derechos constitucionales de forma 
grave e irreparable, así como el reconocimiento de nuevos derechos.  
Las características propias de la positivación de este derecho-garantía en la constitución 
del Ecuador le conceden a esta figura jurídica un contorno propio y unas características 
singulares, diferente a aquellos ámbitos protegidos por el derecho a la libertad de 
huelga, de asociación, de expresión, de tránsito, etc (Galiano-Maritan & Tamayo-
Santana, 2018). 
2. Sujetos activos. - El derecho-garantía a la resistencia es un derecho que puede 
invocarse, por individuos o colectivos, personas naturales o jurídicas, para preservar 
un status de no vulneración de derechos o para restablecer la situación jurídica al 
status anterior a la vulneración, o incluso para el reconocimiento de nuevos derechos. 
3. Sujetos pasivos. - El derecho-garantía a la resistencia puede ejercerse frente a 
cualquier acto u omisión de autoridad pública o privada, sin distinción o exclusión de 
ninguna naturaleza. 
4. Excepcionalidad y justiciabilidad. - El derecho-garantía a la resistencia se constituye 
en una garantía excepcionalísima para la protección de los demás derechos 
constitucionales y, como tal, en circunstancias excepcionales, debe considerarse 
plenamente justiciable. El mecanismo constitucional idóneo para la protección de sus 
efectos de iure es la medida cautelar contemplada en el art. 87 de la Constitución del 
Ecuador. 
5. Irreparabilidad. - El derecho-garantía a la resistencia se justifica, sólo si se lo ejerce 
para la defensa de otros derechos constitucionales que son vulnerados o tienen 
amenaza de vulneración y además que ésta sé irreparable y graves. Cualquier otra 
vulneración que sea reparable o leve no tendrá el amparo de este derecho-garantía. 
 
MÉTODOS 
Para el desarrollo de este análisis se aplicó un modelo cualitativo del tipo transversal con 
un diseño de teoría fundamentada de tipo descriptiva y un método empírico de análisis 
documental y valoración de expertos. 
La técnica para utilizar fue la encuesta y el instrumento el cuestionario. 
Se realizó una encuesta a estudiantes de la carrera de derecho de diferentes niveles por 
medio de un enlace a un formulario de encuestas para conocer el nivel de conocimiento 
sobre el derecho a la resistencia obteniéndose una muestra aleatoria no estratificada de 
46 estudiantes. 
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1.- ¿Considera que el derecho a la resistencia es el recurso más eficaz para defender los 
derechos constitucionales ante acciones notoriamente ilegítimas e injustas del poder 
público? 
Tabla 1: Información 
 Valor Porcentaje 
Si 12 26% 
No 4 9% 
No lo sè 30 65% 
Total 46 1 
Fuente: Del Pozo, 2020 
 
Figura 1: Datos estadísticos 
Fuente: Del Pozo, 2020 
El 65% desconoce la eficacia del derecho a la resistencia, el 26% considera que es un 
recurso adecuado y el 9% no lo ve como un medio eficaz para defensa de los derechos 
constitucionales. 
2.- ¿Considera que el derecho a la resistencia tiene igual eficacia cuando se demanda por 
individuos o colectivos, personas naturales o jurídicas? 
Tabla 2: Información 
 Valor Porcentaje 
Si 20 43% 
No 4 9% 
No lo sé 22 48% 
Total 46 1 
Fuente: Del Pozo, 2020 
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Figura 2: Datos estadísticos 
Fuente: Del Pozo, 2020 
El 43 % considera que el derecho a la resistencia tiene igual eficacia cuando se demanda 
por individuos o colectivos, personas naturales o jurídicas. El 9 % considera que no tiene 
eficacia y el 48% no lo sabe. 
3.- ¿Considera válido que el ejercicio del derecho a la resistencia pueda ser aplicado frente 
a cualquier acto de autoridad pública o privada? 
Tabla 3: Información 
 Valor Porcentaje 
Si 12 26% 
No 4 9% 
No lo sé 30 65% 
Total 46 1 
Fuente: Del Pozo, 2020 
 
Figura 3: Datos estadísticos 
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El 65% de los encuestados desconoce que el ejercicio del derecho a la resistencia pueda 
aplicarse frente a cualquier acto de autoridad pública o privada. El 26% considera que el 
derecho a la resistencia si puede ser aplicado y el 9% no lo considera. 
4.- ¿Considera que el derecho a la resistencia es una garantía excepcional para la 
protección de los demás derechos constitucionales? 
Tabla 4: Información 
 Valor Porcentaje 
Si 6 13% 
No 15 33% 
No lo sé 25 54% 
Total 46 1 
Fuente: Del Pozo, 2020 
 
Figura 4: Datos estadísticos 
Fuente: Del Pozo, 2020 
El 54% de los encuestados desconoce que el derecho a la resistencia es una garantía 
excepcional para la protección de los demás derechos constitucionales. El 33 % no lo 
conoce y el 13% si lo conoce. 
5.- ¿Considera que el derecho a la resistencia deba ser aplicable únicamente cuando el 
daño producido sea irreparable? 
Tabla 5: Información 
 Valor Porcentaje 
Si 20 43% 
No 8 17% 
No lo sé 18 39% 
Total 46 1 
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Figura 5: Datos estadísticos 
Fuente: Del Pozo, 2020 
El 44% de los encuestados considera que el derecho a la resistencia deba ser aplicable 
únicamente cuando el daño producido sea irreparable. El 17 % considera que no debe ser 
aplicable y el 39% no lo sabe. 
 
DISCUSIÓN 
Los resultados obtenidos de la muestra recabada permiten demostrar que la percepción 
del conglomerado analizado presenta conclusiones disonantes al admitir la 
fundamentación del ejercicio del derecho a la resistencia reconociendo el desconocimiento 
de la ejecución de este derecho y la condición por la cual se puede ejercer, por otra parte 
en la mayoría de los casos la muestra lo reconoce como recurso de última instancia. 
 
CONCLUSIONES 
El derecho a la resistencia es la expresión mas directa que la Constitución le da a los 
ciudadanos de manera colectiva o individual para defender los derechos que esta contiene, 
la relevancia que tiene la presencia de este recurso dentro de la defensa de los ciudadanos 
ante acción u omisión de públicos y privados procura garantizar la supremacía de las 
garantías constitucional sobre cualquier estructura jurídica inferior.  
La mayoría de los estudiantes desconocen los atributos que conlleva la aplicación del 
derecho a la resistencia y la eficacia que tiene para defender los derechos constitucionales 
de las personas, así como los daños irreparables provocados por las entidades del Estado. 
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